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EL IMPACTO TECNOLOGICO EN EL DERECHO INTERNACIONAL
CONTEMPORANEO
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Dra. Silvia Maureen William

Los progresos de la ciencia y de la técnica están modelando
el concepto moderno de soberanía - I. Ruiz Moreno.

l. Observaciones generales

Uno de los temas más debatidos durante la 603 Conferencia de la
International Law Association celebrada recientemente en Montreal (‘)
fue relativo a las interpretaciones conflictivas dadas a los principios
rectores de los llamados “derechos nuevos"I es decir, aquellos derechos
tan marcadamente influenciados por los progresos tecnológicos. Este

problema constituyó la nota recurrente en las distintas comisiones inter-

nacionales reunidas en esa oportunidad (2).

No cabe duda que el Derecho Internacional contemporáneo se en-

cuentra en crisis —una crisis de identidad al decir de algunos autores-

originada en gran medida por las serias fisuras que dividen a los miem-

bros de la comunidad internacional. Esta falta de armonia no había alcan-
zado nunca la magnitud del presente. Hoy dia el enfrentamiento es dra-

mático, sea en el campo del poder político, militar o económico, en mate-

ria de recursos naturales y tecnologia, de perspectivas en general y
muchos otros ejemplos.

Hay quienes, tomando como punto de partida el Derecho Intema-
cional del Mar, la Organización de las Naciones Unidas y la paulatina
emergencia de un Derecho nuevo dentro de las comunidades europeas.

concluyen afirmando que existe un significativo progreso en el estable-

cimiento de un nuevo orden económico internacional lo cual implica
un verdadero desafío a “la flexibilidad, adaptabilidad y relevancia del

Derecho Internacional" (3).

Otro grupo de autores ven en __elimpacto de la tecnología sobre el

Derecho un resurgimiento de la “vieja confrontación jurídica entre la

soberanía de los Estados y los intereses de la comunidad" afirmando,
en consecuencia, que el Derecho Internacional ha respondido al avance

de la ciencia y de la técnica de dos maneras diferentes: mientras que
en el campo de las telecomunicaciones por satélite. por ejemplo, ha

demostrado un alto grado de eficiencia en el establecimiento de normas

—ll7—



jurídicas para regir los modernos Sistemas, en otra áreas más politicas.
como en lo concerniente al control de armamentos “las nuevas tecnolo-

gías colocan a las armas progresivamente fuera 'de control" ('). Con

respecto a los recursos naturales y su admmistramon, las opiniones son

un tanto más optimistas mencionándose la emergencia de un orden pú-
blico internacional aplicado a la noción de patrimonio común de la

humanidad, particularmente con respecto a los fondos marinos y al es-

pacio ultraterrestre, la luna y otros cuerpos celestes (incluidos los re-

cursos de los mismos). Se ha puesto especial énfasis en la necesidad de

una distribución equitativa de tecnología y recursos, considerándose la

importancia de la misión del Derecho Internacional en la formulación

de principios e interpretación y aplicación de los mismos sobre la base

de la cooperación internacional como presupuesto necesario en estas ac-

tividades.

Es menester, empero, poner sumo ciudado en evitar que lo que pue-
de ser una legítima aspiración para conseguir soluciones más equitati-
vas dentro de un nuevo orden económico internacional se transforme en

un arma peligrosa en manos de algunos miembros de la comunidad

internacional para afirmar que “nada de lo anterior es válido" (5), en

virtud de que los países nacidos a la vida independiente en los últimos

años no tenian ni descernimiento, ni intención, ni libertad para suscribir

los convenios internacionales que actualmente nos rigen. Razonando de

este modo. se llega al extremo de considerar inválido el pacto que esta-

blece la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (“)- pero, para-

dójicamente, se sigue perteneciendo a las organizaciones internacionales
creadas por esos pactos. Esto constituye, como se ovservara en la 59‘i
Conferencia celebrada por la International Law Association en Belgrado
(1980), un esfuerzo egoísta tendiente a servirse de los beneficios del
Derecho Internacional pero desconociendo sus obligaciones (1). Los pai-
ses en cuestión están olvidando un principio indiscutible y es que, toda
nueva entidad que ingresa a la familia de naciones, debe aceptar el orden

jurídico existente tal como lo encuentra. Proclamar lo contrario no es

sino avalar la doctrina de la soberanía absoluta, cuestionada ya desde
los días de Francisco de Vitoria e inadmisible en el mundo de hoy.

Frente a tan incierto y complejo panorama se ha señalado con todo
realismo que el Derecho Internacional debe ser visto como un sistema

jurídico intermedio entre, por una parte, la ausencia de Derecho y. por
otra, los distintos sistemas jurídicos internos ('). Sería conveniente,
pues, que los internacionalistas tengan en cuenta que es, precisamente,
este Derecho, de naturaleza intermedia, el que estudian, el que enseñan

y el que practican y ejercen. Menos atractivo y carismático, este enfo-

que realista del Derecho Internacional adquiere, por el contrario, un

mayor grado de credibilidad. Y perdida ésta, como bien sabemos, no es

, empresa fácil volver a creer.

II. La 60' Conferencia de la International Law Association
(Montreal, 1982) y el impacto tecnológico

Especial interés revistió, en la referida Conferencia de Montreal, el

estudio de los conflictos de interpretación relacionados a conceptos rela-
tivamente nuevos, tales como el de patrimonio común de la humanidad,
cuyo contenido y alcances fueron analizados exhaustivamente en su
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aplicación a los fondos marinos y al espacio ultraterrestre, incluida ¡a
luna y sus recursos.

Como claramente lo han demostrado los debates en el seno de 1a
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, no resulta
fácil lograr consenso general sobre dicha noción. Como sea que fuere,
podemos ya distinguir algunos elementos sobre los cuales parece existir
acuerdo, a saber: (a) que las áreas que constituyen un patrimonio co-

mún de la humanidad no son susceptibles de apropiación, (b) que di-
chas áreas requieren un Sistema de administración en el que partíci-
pen todos los Estados, (c) que el concepto en cuestión implica compar-
tir en forma activa los beneficios derivados de la exploración y utiliza-
ción de esas áreas y (d) que tales áreas sean utilizadas para fines paci-
ficos exclusivamente (’).

Uno de los antecedentes más importantes de la noción contemporá-
nea d'el patrimonio común de la humanidad se remonta a 1a. obra de
Santo Tomás de Aquino, donde algunos autores advierten un esbozo de
esta idea ("‘). Siglos más tarde se destaca la figura de Francisco de

Vitoria ("). Y en 1a era actual —particularmente en la década de los

años s'esenta- esta ide-a, en su aplicación a los nuevos campos de la

actividad humana, influenció sensiblemente a los juristas especializados
en fondos marin/Js. Es una afirmación generalizada que dicha fórmula

comenzó a emplearse por iniciativa de la Delegación Permanente de

Malta 'ante las Naciones Unidas, dentro del ámbito de los fondos mari-

nos. a partir del 18 de agusto de 1967.

Es preciso, sin embargo, formular algunas aclaraciones al respecto.
Si examinamos los archivos de la Biblioteca del Palacio de las Naciones

en Ginebra, comprobaremos que fue en la Comisión del Espacio Ultra-

terrestre, y no en la de Fondos Marinos, donde la expresión “patrimo-
nio común de la humanidad" fuera utilizada y explicada por vez primera.
A la luz del documento A/AC.105/C.2/SR/75 (textos español, inglés y

francés) puede verse que fue en la sesión del 19 de junio de 1967 que la

delegación argentina llamara la atención de la asamblea sobre ‘los cua-

tro pilares fundamentales en que se basaba el Tratado del Espacro Ultra-

terrestre, el cual había quedado abierto a la firma el 27 de enero de ese

año. Uno de esos pilares, señaló la delegación argentina, era la existen-

cia de un patrimonio común de la humanidad. Esta fórmulafue recepta-
da de inmediato por los juristas dedicados a la elaboracron de normas

relativas a los fondos marinos como aparece en la Nota Verbal de la
Delegación de Malta mencionada antes ("-’)— y en 1a actualidad su apli-
cación se extiende de manera creciente a vastas áreas donde [los inte-

reses nacionales están cediendo posiciones ante el interés supermr de la

humanidad considerada como un todo ('1‘).

En la Conferencia de Montreal de 1982, el presidente y relator de

la Comisión de Derecho Espacial, Prof. D. Goehhuís (Paises Ba]os),

planteó a los miembros de 1a misma un cuestionario destinado a escla-

recer las interpretaciones disidentes de los principios rectores del Acuer-
do sobre la Luna de 1979, así como con respecto a

,laosprTCipiosdbasmos
ara la elaboración de un ro ecto de convenio so re so ucron e con-

froversiasen distintos (23111505deDerecho del Espacio, y fundamental-
mente en materia de telecomunicaciones por satélite. En lo que concredr-
ne al primero de los te'mas y, especificamente, en torno al concepto e
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patrimonio común de la humanidad, el cuestionario de la International

Law Association incluyó los siguientes puntos:

(a) Significado y contenido del artículo XI (1) del Acuerdo sobre

la Luna según el cual la Luna y sus recursos son el patrimonio común
de la humanidad. Se estuvo en general de acuerdo en que este concepto
—cuyo alcance no debe verse como idéntico al contenido en la Declara-

ción de las Naciones Unidas de 1970 relativa a los Fondos Marinos (")—

habría de ser efectivizado dentro del marco de las Naciones Unidas. Se

consideró que si el Derecho Internacional lograba tal fin, el principio
del patrimonio común de la humanidad desempeñaría un papel de suma

importancia en el diálogo entre países desarrollados y en vías de desa-

rrollo con respecto a los nuevos campos de la actividad del hombre.

(b) Posibilidad de los Estados Partes de comenzar la explotación
de los recursos naturales de la Luna antes del establecimiento del régi-
men internacional dispuesto por el articulo XI (5). No hubo práctica-
mente dudas en cuanto a la existencia de esta posibilidad entendiéndose

que ese derecho de explotación existía ya antes del Acuerdo sobre la

Luna. Uno de los ejempIOS más tipicos de explotación del espacio exte-

rior, en sentido estricto, es la utilización de la órbitra geoestacionaria
para los sistemas comerciales de comunicaciones por satélites.

(c) Si el objetivo primordial de ese régimen internacional —o sea

el logro de una participación activa de los Estados en los beneficios

obtenidos de esos recursos- habría de impedir el desarrollo de activi-

dades económicas en esas áreas con anterioridad a la puesta en marcha

de dicho régimen. A esta pregunta, estrechamente vinculada con la ante-

rior y que diera lugar a serias divergencias de opinión dentro de los

Estados Unidos de América, la mayoria de los miembros de la Comisión

respondió de manera negativa. En otras palabras, que no era posible.
conforme a los términos del artículo XI del Acuerdo sobre la Luna,
hablar de la existencia de una moratoria de facto con respecto al co-

mienzo de la explotación de las recursos antes del establecimiento del

régimen internacional.

Hubo consenso casi general en la Conferencia de Montreal sobre
la conveniencia de ratificar este Acuerdo puesto que —a pesar de algu-
nas disposiciones oscuras y ciertos defectos- consabra una serie de prin-
cipios jurídicos, políticos y morales los cuales —si observados en buena
fe- habrán de tener una influencia saludable en las relaciones interna-
cionales en estos campos ('5).

.

Hecha esta reseña,_analizaremos ahora, en más detalle, el aspecto
Jurídico de estos nuevos conceptos en el marco de los textos internacio-
nales del espacio ultraterrestre.

'

III. El derecho Internacional antes y después del Tratado del Espacio
de 1967 y del Acuerdo sobre la Luna de 1979

1. Naturaleza jurídica del espacio ultraterrestre y de la Lu'na.

(a) De conformidad con el Derecho Internacional Consuetudinario.

_

En ausencia de normas de derecho convencional resulta aplicable el
bien conocido principio de la costumbre internacional según el cual una
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res nullius es susceptible de apropación por medio de ocupación efectiva.
Este principio sería de aplicación a la Luna y otros cuerpos celestes pero
no al espacio ultraterrestre, considerado en sentido estricto, dado que
éste —tanto por su naturaleza como por analogía con el alta mar- no

puede ser objeto de reclamos de soberanía al no existir un punto de
referencia en tierra firme. En consecuencia, mientras que, antes del
Tratado del Espacio de 1967 ("), la Luna y otros cuerpos celestes consti-

tuían res nullius y estaban, por tanto, sujetos a apropiación sobre la base
de una ocupación efectiva, el espacio ultraterrestre, sensu stricto, no

revestía el mismo carácter dado que —en virtud de la costumbre interna-

cional- los principios de no apreciación y libre acceso tenían plena vigen-
cia tanto antes del Tratado de 1967 como en el estado actual del Derecho

Internacional. Fue siempre, en consecuencia, una ‘res extra commercium.

(b) De conformidad con el Derecho Convencional.

El Tratado del Espacio de 1967 —en vigencia desde el 10 de octubre
de ese año y que fuera ratificado por la Argentina por decreto-ley
17.989/68— contiene en su artículo II una norma de desarrollo progre-
sivo al disponer que:

“El espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos celestes,
no podrá ser objeto de apropiación nacional por reivindicacmn de sobe-

ranía,_uso u ocupación, ni de ninguna otra manera."

Por lo tanto, este artículo ha dejado sin efecto la posibilidad de

adquirir soberaníasobre la Luna y otros cuerpos celestes. En consecuen-

cia, la naturaleza jurídica del espacio ultraterrestre stricto sensu —como

ha sido dicho más arriba- no ha quedado alterada por la vigencia del

tratado del Espacio. Por el contrario, la naturaleza jurídica de la_Luna
y otros cuerpos celestes se ha transformado de res nullius en res extra

commercium.

A primera vista, el término “apropiación” utilizado en ese artículo

es suficientemente claro: vale decir, se refiere a apropiación en materia

de Derecho internacional. Sin embargo, a poco que se analice se conclu-
ye que va mucho más allá, abarcando, asimismo, toda otra pOSlbllldad
de apropiación. Como lo ha observado el Profesor Bin Cheng, al 'no haber

jurisdicción territorial no puede existir la propiedad privada con res-

pecto a partes del espacio ultraterrestre o de otros cuerpos celestes, lo

cual presupone la existencia de una soberanía territorial que permita con-
ferir tales titulos (”).

Sigue, pues, que además de estar prohibida la apropiación nacional
lo está igualmente la'apropiación de conformidad con el derecho pri-

vado.

Es oportuno señalar que entre los juristas que examinaron estos

problemas en el momento de producirse el primer descenso tripulado
en la Luna. se ha considerado a ésta como una frontera 'de poder entre

'los Btados Unidos y la Unión Soviética, así como un area de compe-
tencia para control de sus posibles usos. 1:31Profesor Fawcett observo,

Por ejemplo, la existencia de ciertos objetivos princ1pales con'respecto
a las misiones a la Luna: (1) la obtencion de nuevos conocimientos,
(2) la imagen de poder, (3) la defensa nacional y _(.4)los beneficiostec-

nológicos emergentes, tanto militares como no militares( ). Sea como

fuere. la URSS abandonó la idea de descensos en la Luna, por lo menos

en un futuro inmediato.
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(c) De conformidad con el Acuerdo sobre la Luna.

El Acuerdo sobre la Luna (") —que quedara abierto a la firma el 18

de diciembre de 1979. luego de diez años de trabajosa elaboración y de

serios esfuerzos para evitar el fracaso- incorpora en el párrafo 2 del

art. XI el principio consagrado en el articulo II del Tratado de 1967.

Además el principio de la no aprobación es desarrollado con más deta-

lle. La naturaleza jurídica de la Luna y sus recursos naturales es clara-

mente establecida en el párrafo 1 de ese articulo:

"La Luna y sus recursos naturales son patrimonio común de la

humanidad, conforme a lo enunciado en las disposiciones del presente
Acuerdo y en particular en el párrafo 5 del presente articulo."

Esto debe leerse juntamente con el párrafo 5 del articulo 11:

“Los EstadOS Partes en el presente Acuerdo se comprometen a esta-

blecer un régimen internacional. incluidos los procedimientos apropia-
dos, que rija la explotación de los recursos naturales de la Luna, cuando

esa explotación esté a punto de llegar a ser viable. Esta disposición se

aplicará de conformidad con el articulo XVIII del presente Acuerdo."

\

Aun cuando, como dijéramos antes, la no apropiación dentro de los

textos internacionales del espacio se utiliza con referenciadal Derecho

Internacional, la posibilidad de propiedad privada queda expresamente
prohibida en el párrafo 3 del mencionado articulo al disponer que:

“Ni la superficie ni la subsuperficie de la Luna, ni ninguna de sus

partes o recursos naturales podrán ser propiedad de ningún Estado,

organización internacional intergubernamental o no gubernamental, or-

ganización nacional o entidad no gubernamental ni de ninguna persona
fisica. . ."

No cabe ninguna duda que el concepto de patrimonio común de la

humanidad va mucho más allá que el de res extra commercium siendo
sus consecuencias de la mayor importancia. Se trata de áreas que no

sólo en si mismas no están sujetas a apropiación, sino cuyos frutos y
recursos son considerados como pertenecientes a la humanidad (2°).

Los debates que tuvieron lugar dentro de la Comisión de las Nacio-
nes Unidas para los Usos Pacificos del Espacio Ultraterrestre durante la

elaboración del Acuerdo sobre la Luna son de particular interés al

respecto, asi como los documentos de Trabajo presentados en l973por
Ia Unión Soviética y la Argentina que dieron lugar a brillantes inter-

cambios de opinión sobre la base de posiciones enfrentadas. Nues-
tra delegación respondió con precisión y claridad a las observaciones
de la URSS según las cuales la palabra "heritage" y “succession” eran
extrañas al Derecho Internacional (=‘).

La Unión Soviética mantuvo su posición firmemente hasta' 1978
cuando un cierto cambio —aunque muy ligero- comenzó a percibirse
enlNaciones Unidas al respecto. Pero fue recién en 1979 —frente al de-
saliento de muchas delegaciones dadas las dificultades en obtener con-

senso sobre aspectos cruciales del Acuerdo sobre la Luna-— que la URSS
demostrara una mayor flexibilidad en tal sentido (:2). Finalmente, prestó
su conformidad en base a un Documento de Trabajo sometido por Aus-
tria y enmendado por Brasil, según el cual el párrafo l del artículo XI
resultaba idéntico a la versión actual (3.)

'
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De cualquier manera, dada la actitud de varias delegaciones fuerte-
mente inclinadas a introducir enmiendas a este texto —lo cual repre-
sentaba otro obstáculo importante para lograr consenso—, la Comisión
del Espacio Ultraterrestre decidió que ciertas disposiciones de carácter
fundamental serían aclaradas por medio de los llamados “Committee

Understandings" (Acuerdos de Comisión). Serian, por lo tanto, acuer-

dos interpretativas. El primero de ellos se refiere al concepto de patri-
monio común de la humanidad como veremos a continuación.

IV. ¿Los “Acuerdos de Comisión” pueden considerarse como reservas

en el sentido de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados?

Esta modalidad novedosa introducida en el Acuerdo sobre la Luna
tuvo por finalidad, como se dijera antes. allanar el camino para el logro
de consenso en temas tan controvertidos como complejos.

El primer “Acuerdo de Comisión" se refiere al artículo I. párrafo l (1"),
manifestándose que las disposiciones del Acuerdo sobre la Luna serán

igualmente aplicables a otros cuerpos celestes dentro del sistema solar,
interpretación que sería asimismo aplicable al articulo XI, párrafo l (3“).

El segundo de los mismos se acordó con relación al párrafo 2 del

articulo I (2'), cuyo sentido fue limitado de manera de excluir las órbitas

alrededor de la Tierra y trayectoria desde ésta a dichas órbitas (17).

Y el tercero tuvo por objeto la interpretación del artículo VII en

materia de contaminación y de reservas científicas internacionales. Al

rapecto se acordó que en la exploración y utilización de la Luna el

grado de perturbación del actual equilibrio de su medio habría de redu-

cirse a un mínimo (2').

Alguna doctrina ha sugerido que estos “Acuerdos de Comisión"han

de ser vistos como reservas hechas a un tratado, de confonmdad con

la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de los Tratados.

Sin embargo, pensamos que esta posición no tiene gran asidero (ft).
Resulta por demás forzado incluir el tipo de "Acuerdos" en cuestion
dentro de la definición tradicional de reservas establec1das en el articu-

lo 2 de la nombrada Convención que establece:

“Se entiende por 'reserva' una declaración unilateral, cualquiera
que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar,
ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto
de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposmones del

tratado en su aplicación a ese Estado."

Los “Acuerdos de Comisión" del COPUOS (3“) no pretenden. ni excluir

ni modificar los efectos jurídicos del Acuerdo sobre la Luna_s1no sola-

mente interpretar su contenido y determinar su alcance. Es justo reco-

nocer, sin embargo, que podría existir cierta confusmn en algun caso
dado, como por ejemplo con respecto al segundo de tales acuerdos

relativo a la interpretación del artículo I, párrafou2,del Acuerdo sobre

la Luna, que indudablemente significa una Exclusmn.

Del mismo modo un "Acuerdo de Comisión" no consiste. segun
'

.. . ¡

la mencionada definición de la Convencnon de Viena en una declara-
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ción unilateral... hecha por un Estado" sino en una clarificaclón o guía
de interpretación acordada por los cuarenta y siete Estados miembros

del COPUOS.

Y si el rasgo distintivo de un tratado es el acuerdo de voluntades.
entonces la firma sujeta a condiciones o reservas implica un rechazo

de la oferta inicial más una contra-oferta para la conclusión del tratado

modificado por la reserva (W). Mal puede_ 'por lo tanto, este razonamien-

to ser aplicado a los “Acuerdos de Comisión" del COPUOS.

De cualquier manera, ha de tenerse en cuenta que, por lo general,
estos "Acuerdos de Comisión" no se incluyen al distribuirse el texto

'del Acuerdo sobre la Luna.

Debe reconocerse, por otra parte, que la redacción del artículo 19

de la Convención de Viena no es enteramente satisfactorio:

“Un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar,
ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a me-

nos:

(a) Que la reserva esté prohibida por el tratado;

(b) Que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse deter-

minadas reservas, entre las cuals no figure la reserva de que se trate; o

(c) Que en los casos no previstos en los apartados (a) y (b), la

reserva sea incompatible con el objeto y fin del' tratado".

Sería posible, tal vez, sostener que los tres “Acuerdos de Comisión”
no resultan incompatibles con el objeto y fin del Acuerdo sobre la Lima

pero, al mismo tiempo. es indudable que el requisito de “compatibili-
dad” es lo suficientemente flexible para permitir argumentaciones a

favor y eu contra en la mayoría de los casos, frente a una reserva dada.

Sería, además, el único requisito exigible ya que las reservas no han sido

prohibidas por el Acuerdo sobre la Luna.

Finalmente, es preciso recordar que al votarse el texto del Acuerdo
sobre la Luna en la Asamblea General de las Naciones Unidas, se hizo

especial referencia a los “Acuerdos de Comisión" del COPUOS desig-
nándolos como párrafos 62, 63 y 64 lo cual, por cierto, les ha conferido

mayor fuerza. De todos modos, no debe sorprender el hecho de que este

apartamiento del estilo tradicional en materia de tratados puedatraer
consigo más de un problema jurídico en los próximos años.

Afortunadamente, el Acuerdo sobre la Luna ha incluido una cláusu-
la de revisión automática en su artículo 18. Para su puesta en marcha
será necesaria su inclusión en el orden del día de la Asamblea General
de las Naciones Unidas a partir de los diez años de entrada en vigencia
del Acuerdo o bien, luego de cinco años, cuando un tercio de los Esta-

dos Partes consideren oportuno convocar una conferencia a tal fin. En
ese momento quizás podría llegarse a una determinación con respecto
a los “Acuerdos de Comisión". Y, puesto que los requisitos para la en-

trada en vigencia del Acuerdo sobre la Luna no son demasiado strictoS.

esrposibleque la revisión pueda concretarse en un futuro relativamente
ce. cano.
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IV. La solución de controversias

De conformidad con el artículo XIV, párrafo (“2) del Acuerdo sobre
la Luna. los Estados Partes reconocen que además de las disposiciones
contenidas en el Tratado de 1967 y en el Convenio de Responsabilidad (M),
podrán ser necesarias normas más detalladas relativas a la responsabili-
dad por daños causados en la Luna. No resulta difícil predecir que, con
el avance vertiginoso de la técnica, muchas actividades que hasta hoy
pueden parecer de ciencia-ficción pronto serán realidad. De ello se

desprende que la posibilidad de controversias será infinitamente mayor.
Creemos, por ende, que en el momento de revisarse el Acuerdo sobre la
Luna serán necesarias modificaciones bastante drásticas con respecto a]
sistema de solución de controversias.

Los procedimientos en este campo están contemplados en el articu-

lo XV del Acuerdo y, de manera más general, en el artículo II que
establece que las actividades en 1a Luna se realizarán de conformidad
con el derecho internacional, en eSpeciaI la Carta de las Naciones Uni-

das,l y teniendo en cuenta la Declaración sobre los principios de derecho
internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

En el primer párrafo del artículo XV se establece un procedimiento
de consulta dentro del marco de lasNaciones Unidas con respecto a los

diferendos que surjan sobre el cumplimiento del Acuerdo por los Esta-

dos Partes. A tal fin, se establece un sistema de visitas a todos los ve-

hículos eSpaciales, equipo e instalaciones en la Luna. En este sentido,
habrán de tomarse las máximas precauciones para velar por la seguridad
y evitar toda perturbación del funcionamiento normal de la instalación

visitada.

El sistema de consultas se establece igualmente en el párrafo segun-
do del artículo XV cuando los Estados Partes tengan motivos para creer

que otros Estados Partes no cumplen con las obligaciones emergentes del

Acuerdo o están vulnerando los derechos de los primeros con arreglo a

dicho Acuerdo.Aquí cabe repetir la crítica que en alguna oportunidad
hiciéramos al artículo IX del Tratado de 1967 con respecto a la elasti-

cidad de la expresión “tenga motivos para creer", que resulta un tanto

peligrosa en estos campos.

El tercer párrafo contempla la pesibilidad de fracaso. del sistema
de consultas pero no se ha determinado la duración en el tiempo de dl-

cha fase. En caso de dificultades para iniciar el procedimiento de consul-

tas, o si. las mismas no han arribado a resultados aceptables, cualquiera
de las Partes podrá recurrir al Secretario General de las Nacxones

Unidas. aun sin el consentimiento de las demás Partes involucradas, con

el fin de dar solución al diferendo.

También se prevé en dicho párrafo el recurso a cualquier otro me-

dio de solución pacífica si fracasaran las consultas: Esto, naturalmente,
significa acudir al artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas y,‘ como
la experiencia frecuentemente lo demuestra, ello no resulta suficiente
en el estado actual de desarrollo del Derecho Internacronal. Vale decrr

que, de acuerdo al sistema de solución de controversias incorporado al
Acuerdo sobre la Luna, las partes en un diferendo solamente estan obli-
gadas a buscar otros medios de solución pacifica pero no a obligatoria-
mente solucionar la controversia. En consecuencia, con la mera prueba
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de haber cumplido con la obligación de negociar en buena te, el articu-

lo XV del Acuerdo sobre la Luna habrá sido observado debidamente.
Es lamentable que se haya dejado pasar una nueva oportunidad sin

conseguir crear un sistema efectivo para la solución de controversias,
tomando quizás como modelo el régimen del INTELSAT 0“) donde se

dispone el arbitraje obligatorio para toda controversia de orden jurídico
entre las Partes (que son los Estados) o entre las Partes por un lado. y

la Organización del INTELSAT por el otro.

La norma de carácter general contenida en el artículo II del Acuer-

do sobre la Luna, a que aludiéramos antes, no ha mejorado el panorama

puesto que solamente implica una remisión al artículo 33 de la Carta

de Naciones Unidas —que enumera los medios tradicionales de solución

pacífica- y al artículo 2 de dicha Carta (párrafos 2 y 3), lo .cual resulta

en una obligación de negociar en buena te pero no de dar solución al

diferendo. La misión del Secretario General de las Naciones Unidas, por
otra parte, es la de ayudar a las partes a lograr una solución pero carece

de facultades para resolver el conflicto.

El progreso es, pues, casi inexistente en este Acuerdo con respecto
a la solución de controversias. La falta de algún procedimiento obliga-
torio aparece anacrónica en el derecho internacional de hoy. particular-
mente en un área tan concreta como ésta. Claro que, ha de tenerse en

cuenta también la alternativa dramática que existia en el curso de la

negociación del Acuerdo: de haberse insistido en la jurisdicción obliga-
toria como conditio sine qua non para la adopción del texto, seguramen-
te la integración de los bloques occidental y soviético se hubiera visto
seriamente amenazada.

Para mejorar esta situación se vislumbran en este momento dos posi-
bilidades relativamente cercanas: (a) que la puesta en marcha del ar-

ticulo 18 del Acuerdo sobre la LunaI relativo a la cláusula de revisión

automática, derive en el establecimiento de un sistema de solución de
controversias armónico con el desarrollo actual del Derecho Intemacio
nal y (b) que el requisito indispensable de la cooperación internacional,
que constituye un denominador común en estos nuevos campos, resulte
—al decir de los autores contemporáneos- en un Derecho Internacional
de la Coexistencia. Es responsabilidad conjunta del jurista y del polí-
tico poner sus esfuerzos para el logro de tales objetivos.
Buenos Aires, 3 de diciembre de 1982.

crms

9 Profesora de perecho Internacional Público. Universidad de Buenos Aira
y de Derecho Aeronautica y Espacial en la Universidad del Salvador.

(') La Conferencia se reunió entre el 29 de agosto y 4 de setiembre de 1983.

(2) Las comisionu internacionales trataron los siguientes temas: Zona Eco-

nómicaExclusrva!,Nuevo Orden Económico Internacional, Derecho Espacial. Con-
taminacron Ambiental. Recursos Hídricos, Arbitraje Comercial Internacional,

l

recho Monetario Internacional. Derecho Aeronáutico. Derecho Penal Interna-
cional. Terrorismo Internacional. Derechos Humanos. Colisiones en el Mar. Dere'

cho Humanitaria e Inmunidad de los Estados. Asimismo se realizaron reuniones
informales con respecto a la Enseñanza del Derecho Internacional donde los pro-
fesores de la materia —provenients de todas las latitudes— cambiaron ideas y
expusieron sus experiencias.
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(H) lbldem.

(2') Se establece alli que las disposiciones del Acuerdo relativas a la Luna
se aplicarán también a otros cuerpos celestes del sistema solar distintos de la

Tierra. excepto en los casos en que con respecto a alguno de esos cuerpos celes-
tes entre en vigor normas jurídicas especificas.

(1°) Doc. A/34/20 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. pp. 11-2.

(2°) Establece que para los fines del Acuerdo sobre la Luna las relerencias a

la misma incluirán las órbitas alrededor de la Luna u otras trayectorias dirigidas
hacia ella o que la rodean.

(17) Ibidem.

(28) Ibídem.

(") Ver nota (2°). publicación mencionada en segundo lugar. p. 1189.

.(W) Ekta sigla corresponde a la Comisión de las Nac-iones Unidas para los Usos
Paclgicos del Espacio Ultraterrestre. .

(SI) G. Schwarzenberger. “Manuel o! International Law. Stevens a Sons.
1967, p. 147.

.(H) Dice asi: "Los Estados Partes reconocen que, además de las disposiciones
del Tratado sobre los principios que deben regir las actividads de los Estados
en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre. incluso la Luna y otros

cuerpos celestes, y del Convenio sobre la responsabilidad internacional por daños

causados por objetos espaciales. puede ser necesario hacer arreglos detallados so-

bre la responsabilidad por daños causados en la Luna como consecuencia de
actividades más extensas en la Luna. Estos arreglos se elaborarán de conformi-
dad _con el procedimiento estipulado en el articulo XVIII del presente Acuerdo".

(”) El título completo es “Convenio sobre la Responsabilidad Internacional por
Daños Causados por Objetos Espaciales".

(n) Ver el articulo XVIII del Anexo C del Acuerdo del INTELSAT de lD'll.
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